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PODER EJECUTIVO 
 —— 

Montevideo, 22 de diciembre de 2015 

Señor Presidente de la Asamblea General: 

  El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
la Asamblea General, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 85, numeral 7 y 
168, numeral 20 de la Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de ley adjunto, mediante el cual se aprueba la Convención Interamericana contra 
toda forma de discriminación e intolerancia, suscrita por la República en La Antigua, 
Guatemala, el 5 de junio de 2013. 

 Antecedentes normativos: 

 La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 dio inicio a nivel 
internacional a un proceso de elaboración y desarrollo normativo de la protección de los 
derechos humanos. A partir de entonces, los Estados han adoptado diversos instrumentos 
conteniendo compromisos políticos, así como convenciones vinculantes de alcance 
universal o regional sobre la protección y promoción de los derechos humanos, muchas 
de las cuales incluyen mecanismos para controlar y asegurar su cumplimiento. Este 
proceso ha promovido el desarrollo de las legislaciones y prácticas nacionales para 
adecuar y hacer efectivos los niveles de protección internos de los Estados según los 
estándares internacionales. La cuestión de la discriminación racial ha sido objeto de 
atención en prácticamente todos los instrumentos de carácter general, al ser un factor que 
menoscaba o impide el goce de todos los derechos fundamentales consagrados en ellos. 
También se han adoptado instrumentos que abordan específicamente la cuestión, como la 
Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
racial. La República Oriental del Uruguay ha sido activo partícipe de este proceso, 
habiendo suscrito y ratificado o adherido a todos los instrumentos relevantes. 

 Sin ánimo de realizar un examen exhaustivo, y a modo de ilustrar el contexto 
normativo en el que se inserta esta nueva Convención Interamericana contra toda forma 
de discriminación e intolerancia, se enumerarán las convenciones de alcance universal y 
regional que abordan el tema y de las cuales la República es parte. 

 Completando este repaso, se mencionarán las medidas legislativas adoptadas por el 
país sobre la temática. Se excluirán, por exceder el alcance de este mensaje, el conjunto 
de medidas no legislativas adoptadas para combatir y eliminar todas las formas de 
discriminación e intolerancia. 

 Ámbito universal: 

 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 16 de 
diciembre de 1966, ratificado por Uruguay el 1° de abril de 1970. Los Estados Partes se 
comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos enunciados en el Pacto "sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o 
de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social" (artículo 2). 

 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 16 de diciembre de 1966, 
ratificado por Uruguay el 1° de abril de 1970. Los Estados Partes "se comprometen a 
respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén 
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sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción 
alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social" 
(artículo 2). 

 Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos del 16 
de diciembre de 1966, ratificado por Uruguay el 1° de abril de 1970. Los Estados Partes 
reconocen la competencia del Comité de Derechos Humanos para recibir y considerar 
comunicaciones de individuos bajo su jurisdicción que aleguen ser víctimas de una 
violación de los derechos enunciados en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos 
(artículo 1). 

 Debemos citar también como antecedentes a esta Convención Interamericana varios 
instrumentos internacionales de protección de derechos humanos específicos, de los que 
Uruguay es parte, tales como la Convención Interamericana para la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, aprobada por Ley 
N° 17.330, de 9 de mayo de 2001; Convención sobre Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, aprobada por Decreto-Ley N° 15.164 del 4 de agosto de 
1981; Convención que aprueba La enmienda al párrafo 1 del artículo 20 de la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, aprobada por 
Ley N° 17.679, de 31 de julio de 2003; Protocolo Facultativo de la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, aprobado por Ley 
N° 17.338, de 18 de mayo de 2001, la Convención Relativa a la Lucha contra las 
Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza, aprobada por Ley N° 17.724, de 24 de 
diciembre de 2003, los convenios de la OIT 100, 111 y 156 aprobados por Ley N° 16.063, 
de 6 de octubre de 1969. También la Convención sobre los Derechos del Niño aprobada 
por Ley N° 16.137 del 28 de setiembre de 1990, contiene disposiciones que prohíben la 
discriminación. 

 Ámbito regional: 

 Carta de la Organización de los Estados Americanos: Reconoce el derecho de todos 
los seres humanos, sin distinción de raza, sexo, nacionalidad, credo o condición social, al 
bienestar material y al desarrollo espiritual en condiciones de libertad, dignidad, igualdad 
de oportunidades y seguridad económica (artículo 45). 

 Convención Americana sobre Derechos Humanos, en vigor desde el 18 de julio de 
1978, ratificada por Uruguay el 26 de marzo de 1985: Establece la obligación de los 
Estados de respetar los derechos humanos y libertades fundamentales establecidos en la 
Convención y garantizar su ejercicio "sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social" (artículo 1). Se 
prohíbe la "apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la 
violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de 
personas por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional" 
(artículo 13); la "expulsión de extranjeros cuyo derecho a la vida o a la libertad personal 
está en riesgo a causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o de sus opiniones 
políticas" (artículo 22). Consagra la igualdad de todas las personas ante la ley (artículo 
24), y permite en ciertos casos la suspensión de las obligaciones que establece la 
Convención siempre que "no entrañen discriminación alguna fundada en motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión u origen social" (artículo 27). 

 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
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"Protocolo de San Salvador", en vigor desde el 16 de noviembre de 1999, ratificada por 
Uruguay el 21 de noviembre de 1995: Reitera la obligación de los Estados Partes de 
garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos en el Protocolo "sin discriminación 
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social" (artículo 3). Establece de manera expresa que la educación debe, entre 
otras cosas, "favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones 
y todos los grupos raciales, étnicos o religiosos" (artículo 13). 

 Ámbito interno: 

 Con relación al derecho interno, deben citarse los fundamentos constitucionales de 
la República, en este caso, el principio de igualdad ante la ley, consagrado en el artículo 
8° de nuestra Carta Magna. Efectivamente, este principio inspira el artículo 2 de la 
Convención, que lo reconoce como la base del derecho a gozar de igual protección contra 
toda forma de discriminación e intolerancia. 

 Inspiradas en el principio de igualdad ante la ley, se encuentran normas nacionales 
tales como la Ley N° 10.783, de 18 de setiembre de 1946, de derechos civiles de la mujer, 
así como la Ley N° 18.104, de 15 de marzo de 2007, de igualdad de derechos y 
oportunidades entre hombres y mujeres y la Ley N° 16.045, de 2 de junio de 1989 
(Prohibición de Discriminación Laboral por Sexo). También la Ley N° 16.095, de 26 de 
octubre de 1989 tiene varias disposiciones anti discriminatorias (protección integral a 
personas con discapacidad), modificada por la Ley N° 18.651, de 19 de febrero de 2010. 
También se puede mencionar la Ley de identidad de género, N° 18.620, de 25 de octubre 
de 2009 y, por sus objetivos, la Ley de cuotas, N° 18.476, de 3 de abril de 2009. El Código 
de la Niñez y la Adolescencia tiene también artículos sobre el tema (especialmente en los 
Capítulos II y III). 

 También hay artículos relevantes sobre discriminación en las Leyes N° 18.250, de 6 
de enero de 2008 (migrantes) y la Ley N° 18.076, de 19 de diciembre de 2006 (refugio), 
en sus artículos 10 y 11. 

 Yendo a antecedentes directos, nacionales, en lo relativo a discriminación e 
intolerancia, la Ley N° 16.048, de 16 de junio de 1989 que sustituye el artículo 149 del 
Código Penal e incorpora un artículo 149 bis y 149 ter los que establecen la sanción a los 
quienes instigaren al odio, desprecio o cualquier forma de violencia moral o física a 
personas en razón de su piel, raza, religión u origen nacional o étnico, marcó un hito de 
importancia en la lucha contra la discriminación a nivel nacional. Con ella se incorporaron 
los artículos 149 bis y 149 ter al Código Penal actual. 

 La Ley N° 17.817, de 6 de setiembre de 2004 sobre lucha contra el racismo, la 
xenofobia y la discriminación: Declara de interés nacional la lucha contra el racismo, la 
xenofobia y toda otra forma de discriminación. Define, para los efectos de la ley, como 
discriminación a toda distinción, exclusión, restricción, preferencia o ejercicio de violencia 
física y moral, basada en motivos de raza, color de piel, religión, origen nacional o étnico, 
discapacidad, aspecto estético, genero, orientación e identidad sexual, que tenga por 
objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública. 
Crea la Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y toda otra forma de 
Discriminación, que funciona en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura y se 
integra con representantes estatales y de la sociedad civil. La Comisión tiene por objeto 
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proponer políticas nacionales y medidas concretas para prevenir y combatir el racismo, la 
xenofobia y la discriminación, incluyendo normas de discriminación positiva. También 
resulta un antecedente valioso a nivel nacional, la Ley N° 19.122, de 21 de agosto de 
2013 "Afrodescendientes. Normas para favorecer su participación en las áreas educativa 
y laboral". 

 Antecedentes de la Convención Interamericana contra el Racismo, la 
Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia (en adelante "La 
Convención") en la Asamblea General de la OEA: 

 En el ámbito de la Asamblea General de la OEA se encuentran referencias al tema 
en la década del 90 en las resoluciones AG/RES.271 (XXIV-0/94), sin perjuicio del 
abordaje de la discriminación racial y formas conexas en las resoluciones AG/RES.1404 
(XXVI-0/96), AG/RES.1478 (XXVII-0/97) y AG/RES.1695 (XXIX-0/99). 

 El proceso que derivó en la adopción de la Convención Interamericana contra toda 
forma de discriminación e intolerancia se inicia con la resolución AG/RES.1712 (XXX-
0/00) de 5 de junio de 2000, donde la Asamblea General encomendó al Consejo 
Permanente que estudie la necesidad de elaborar un proyecto de convención 
interamericana para prevenir, sancionar y erradicar el racismo y toda forma de 
discriminación e intolerancia, con vistas a someter este tema a la consideración del XXXI 
período ordinario de sesiones de la Asamblea General. En este periodo de sesiones se 
adoptó la resolución AG/RES.1774 (XXXI-0/01 de 5 de junio de 2001, la cual encargó al 
Consejo Permanente que avance en la consideración de una convención interamericana 
sobre el tema. Consideró que las prácticas racistas y discriminatorias son incompatibles 
con el ejercicio de la democracia representativa. 

 La resolución AG/RES.1905 (XXXIl-0/02) de 4 de junio de 2002 encomendó al 
Consejo Permanente que continúe dedicando atención prioritaria al tema de la 
prevención, combate y erradicación del racismo y de toda forma de discriminación e 
intolerancia. 

 En los XXXIII y XXXIV períodos de sesiones de la Asamblea General ésta vuelve a 
abordar el tema en sus resoluciones AG/RES.1930 (XXXIII-0/03) de 10 de junio de 2003 y 
AG/RES.2038 (XXXIV-0/04) de 8 de junio de 2004; encomendando al Consejo 
Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos continúe 
tratando como asunto prioritario el tema de prevenir, combatir y eliminar/erradicar el 
racismo y todas las formas de discriminación e intolerancia y que reciba y analice, con 
este propósito, aportes y contribuciones con miras a examinar las estrategias actuales en 
el ámbito nacional para combatir la discriminación racial y considerar áreas para la 
cooperación internacional, incluyendo, inter alia, la posibilidad de una Convención 
Interamericana contra el Racismo y Todas las Formas de Discriminación e Intolerancia. 
En el año 2005, mediante resolución AG/RES.2126 (XXXV-0/05) de 7 de junio la 
Asamblea General reafirmó el decidido compromiso de la OEA en favor de la erradicación 
del racismo y de todas las formas de discriminación e intolerancia, y la convicción de que 
tales actitudes discriminatorias representan una negación de valores universales como los 
derechos inalienables e inviolables de la persona humana y de los propósitos, principios y 
garantías previstos en la Carta de la OEA, en la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, en la Carta Democrática Interamericana 
y en la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial. Encomendó al Consejo Permanente la creación de un Grupo de 
Trabajo encargado de recibir contribuciones con vistas a la elaboración, por parte del 
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grupo de trabajo, de un proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda 
Forma de Discriminación e Intolerancia. También solicitó al Consejo Permanente que 
instruya al Grupo de Trabajo para que continúe abordando, como asunto prioritario, el 
tema de prevenir, combatir y erradicar el racismo y todas las formas de discriminación e 
intolerancia; y que convoque a una Sesión Especial del Grupo de Trabajo de reflexión y 
análisis sobre la naturaleza de una futura convención interamericana contra el racismo y 
toda forma de discriminación e intolerancia, destinada a incrementar el grado de 
protección de los seres humanos contra actos de esta naturaleza, con miras a fortalecer 
los estándares internacionales hoy vigentes y tenga en cuenta las formas y fuentes de 
racismo, discriminación e intolerancia del Hemisferio, así como aquellas manifestaciones 
no previstas en instrumentos existentes en la materia.  

 Por su parte, el 18 de abril de 2006 el Presidente del mencionado Grupo de Trabajo 
presentó el "Anteproyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma 
de Discriminación e Intolerancia", indicando que se basa en las contribuciones recibidas 
durante las sesiones del Grupo de Trabajo por los Estados Miembros, representantes de 
la sociedad civil, especialistas de las Naciones Unidas, de órganos, organismos y 
entidades de la OEA, así como de otras entidades regionales e internacionales, con el 
interés de que sirva de base para las negociaciones sobre una futura Convención. 

 En la resolución AG/RES. 2168 (XXXVI-0/06) de 6 de junio de 2006 la Asamblea 
General instruyó al Grupo de Trabajo que inicie las negociaciones sobre el Proyecto de 
Convención contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, teniendo 
en cuenta el Anteproyecto mencionado anteriormente, y le solicitó que en el marco del 
proceso de negociación del mencionado proyecto, continúe promoviendo reuniones para 
recibir las contribuciones de los Estados Miembros, de órganos, organismos y entidades 
de la OEA, así como de las Naciones Unidas y de organizaciones regionales. También le 
solicitó que continúe recibiendo las contribuciones de representantes de los pueblos 
indígenas, empresarios y grupos laborales, y de organizaciones de la sociedad civil. Las 
sucesivas resoluciones de la Asamblea General AG/RES. 2276 (XXXVII-0/07) de 5 de 
junio de 2007, AG/RES. 2367 (XXXVIII-0/08) de 3 de junio de 2008, AG/RES. 2501 
(XXXIX-0/09) de 4 de junio de 2009 y AG/RES 2606 (XL-0/10) de 8 de junio de 2010 
reafirmaron el compromiso de los Estados Miembros con los esfuerzos para concluir las 
negociaciones sobre el Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda 
Forma de Discriminación e Intolerancia. Asimismo, se encomendó al Grupo de Trabajo 
que continúe las negociaciones en curso.  La resolución AG/RES. 2677 (XLI-0/11) de 7 de 
junio de 2011 supuso un cambio en la manera en la cual las negociaciones venían 
llevándose a cabo hasta la fecha. Instruyó al Consejo Permanente que prorrogue la tareas 
del Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, y le encomiende 
que elabore proyectos de instrumentos jurídicamente vinculantes, con la debida 
consideración de una Convención contra el racismo y la discriminación racial, así como un 
protocolo o protocolos facultativos que adicionalmente atiendan toda otra forma de 
discriminación e intolerancia, de conformidad con el plan de trabajo y la metodología que 
se adopte. 

 De esta forma, en función a este mandato, el Grupo de Trabajo debía abocarse a la 
elaboración de instrumentos jurídicamente vinculantes que atiendan, por un lado, al 
racismo y a la discriminación racial, y por el otro, a otras formas de discriminación e 
intolerancia. La misma resolución encomendó que la elaboración, negociación y 
aprobación del texto final de los proyectos de dichos instrumentos jurídicos se realice de 
manera simultánea y concurrente, de tal manera que se garantice un tratamiento integral y 
congruente de los flagelos del racismo, la discriminación y la intolerancia en el hemisferio. 
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 Mediante la resolución AG/RES. 2718 (XLII-0/12) de 4 de junio de 2012, la Asamblea 
General instruyó al Consejo Permanente que prorrogue las tareas del Grupo de Trabajo 
de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, y encomendarle que elabore 
instrumentos jurídicamente vinculantes para una Convención Interamericana contra el 
Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y una Convención 
Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia". 

 Finalmente, la resolución AG/RES. 2804 (XLIII-0/13) de 5 de junio de 2013 aprobó la 
Convención Interamericana contra toda forma de discriminación e intolerancia. 

 La República Oriental del Uruguay, junto a Argentina, Brasil y Ecuador, suscribieron 
la Convención en esa oportunidad (7 de junio de 2013). Colombia suscribió la Convención 
el 8 de setiembre de 2014; Haití el 25 de junio de 2014 y Panamá el 5 de junio de 2014 
(suscripciones al 19 de febrero de 2015). 

 La Convención: 

 La Convención consta de un Preámbulo, 5 Capítulos y 22 artículos; los cuales se 
ocupan de: definiciones (Capítulo I, artículo 1), derechos protegidos (Capítulo II, artículos 
2 y 3), deberes del Estado (Capítulo III, artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14), 
mecanismos de protección y seguimiento de la Convención (Capítulo IV, artículo 15) y 
disposiciones generales (Capítulo V, artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22). 

 En el Preámbulo se exponen los motivos de hecho y de derecho, así como los fines 
que persiguen los Estados Miembros al adoptar el instrumento normativo que le sigue. 

 El conjunto de definiciones explicitadas en el artículo 1 delimita el objeto de la 
Convención, en cuanto ámbito material de aplicación del conjunto de deberes y derechos 
en ella consagrados. Las acciones, conductas o manifestaciones definidas en el artículo 1 
son los de discriminación, discriminación indirecta, discriminación múltiple o agravada e 
intolerancia. Respecto de ellos están referidas las acciones a cargo de los Estados 
prescritas como deberes en el Capítulo III, lo mismo que los derechos reconocidos en el 
Capítulo II. Los Estados deberán adoptar las medidas cuyo alcance se describe con el fin 
de combatir las manifestaciones de discriminación, directa e indirecta, discriminación 
múltiple e intolerancia. A su vez, los individuos estarán protegidos frente a ellos, en el 
goce de todos sus derechos y libertades fundamentales, a través de la acción estatal que 
se prescribe. 

 Se incluye una definición de las llamadas acciones afirmativas, a efectos de no 
considerarlas como discriminatorias en la medida que cumplan los requisitos establecidos. 

 La Convención incluye mecanismos de seguimiento y control sobre el cumplimiento 
y respecto de los compromisos adquiridos en ella tanto en el plano interno como externo 
de los Estados. En el plano interno la tarea de seguimiento estará a cargo de una 
institución designada por cada Estado Parte. En el plano externo prevé procedimientos 
para la recepción de denuncias individuales u, optativamente, de otros Estados Partes, la 
competencia consultiva de la Comisión interamericana de Derechos Humanos, la 
competencia opcional de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y la creación de 
un Comité de expertos sobre la prevención y eliminación del racismo, la discriminación 
racial y todas las formas de discriminación e intolerancia. 

 Las disposiciones generales son las usuales en este tipo de instrumentos 
internacionales: normas sobre interpretación, depósito, firma y ratificación, reservas, 
entrada en vigor, denuncia y protocolos adicionales. 
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 Preámbulo: 

 Motivos de hecho: 

 Se identifican como tales: 

 • Las víctimas de discriminación e intolerancia en las Américas son, entre otros, los 
migrantes, refugiados y desplazados y sus familiares, así como otros grupos y minorías 
sexuales, culturales, religiosas y lingüísticas, (párrafo quinto del Preámbulo). 

 • Ciertas personas y grupos son objeto de formas múltiples o agravadas de 
discriminación e intolerancia motivadas por una combinación de factores como sexo, 
edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra 
naturaleza, origen social, posición económica, condición de migrante, refugiado o 
desplazado, nacimiento, condición infectocontagiosa estigmatizada, característica 
genética, discapacidad, sufrimiento psíquico incapacitante o cualquier otra condición 
social, así como otros reconocidos en instrumentos internacionales (párrafo sexto del 
Preámbulo). 

 • El aumento general, en diversas partes del mundo, de los casos de intolerancia y 
violencia motivados por el antisemitismo, la cristianofobia y la islamofobia, así como 
contra miembros de otras comunidades religiosas, incluidas las de origen africano (párrafo 
séptimo del Preámbulo). 

 • El aumento de los delitos de odio cometidos por motivo de sexo, religión, 
orientación sexual, deficiencia y otras condiciones sociales (párrafo decimoprimero del 
Preámbulo). 

 • El papel fundamental de la educación en el fomento del respeto a los derechos 
humanos, de la igualdad, la no discriminación y la tolerancia (párrafo decimosegundo del 
Preámbulo). 

 Motivos de derecho: 

 Se explicitan los siguientes principios y normas como fundamentos jurídicos de la 
Convención: 

 • Los principios básicos de dignidad e igualdad, inherentes a todos los seres 
humanos y consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (párrafo primero del Preámbulo). 

 • Los valores universales consagrados como derechos inalienables e inviolables de 
la persona humana según son recogidos en: la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Carta Social de las Américas, la 
Carta Democrática Interamericana, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
Racial y la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos. 
Los Estados Miembros observan que la discriminación en todas sus formas y la 
intolerancia constituyen la negación de tales valores y derechos consagrados 
normativamente (párrafo segundo del Preámbulo). 

 • La obligación de los Estados Miembros de adoptar medidas en el ámbito nacional y 
regional para fomentar y estimular el respeto y observancia de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales de todos los individuos y grupos bajo su jurisdicción, sin 
distinción por motivo de sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones 
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políticas o de cualquier otra naturaleza, origen social, posición económica, condición de 
migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, condición infectocontagiosa estigmatizada, 
característica genética, discapacidad, sufrimiento psíquico incapacitante o cualquier otra 
condición social (párrafo tercero del Preámbulo).  

 • Los principios de igualdad y no discriminación constituyen principios democráticos 
dinámicos, los cuales propician la igualdad jurídica efectiva y presuponen el deber del 
Estado de adoptar medidas especiales en favor de los derechos de los individuos o 
grupos que son víctimas de la discriminación e intolerancia en cualquier esfera, pública o 
privada, con el fin de promover condiciones equitativas de igualdad de oportunidades y 
combatir la discriminación e intolerancia en todas sus manifestaciones individuales, 
estructurales e institucionales (párrafo cuarto del Preámbulo). 

 Fines: 

 Los Estados Miembros adoptan la Convención teniendo en cuenta los siguientes 
fines y objetivos: 

 • La coexistencia pacífica entre las religiones en sociedades pluralistas y Estados 
democráticos se fundamenta en el respeto a la igualdad y a la no discriminación entre las 
religiones, y en la clara separación entre las leyes del Estado y los preceptos religiosos 
(párrafo octavo del Preámbulo). 

 • Una sociedad pluralista y democrática debe respetar identidad cultural, lingüística, 
religiosa, de género y sexual de toda persona, que pertenezca o no a una minoría, y crear 
las condiciones que le permitan expresar, preservar y desarrollar su identidad (párrafo 
noveno del Preámbulo). 

 • Es preciso tener en cuenta la experiencia individual y colectiva de la discriminación 
e intolerancia para combatir la exclusión y marginación por motivos de género, edad, 
orientación sexual, idioma, religión, opinión política o de otra naturaleza, origen social, 
posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, 
condición infectocontagiosa estigmatizada, característica genética, deficiencia, sufrimiento 
psíquico incapacitante o cualquier otra condición social, así como otros motivos 
reconocidos en instrumentos internacionales, y para proteger el plan de vida de individuos 
y comunidades en riesgo de ser segregados y marginados (párrafo décimo del 
Preámbulo). 

 Definiciones 

 El Capítulo I contiene un único artículo en el que se define, a los efectos de la 
Convención, la discriminación (artículo 1.1), discriminación indirecta (artículo 1.2), 
discriminación múltiple o agravada (artículo 1.3), intolerancia (artículo 1.5) y las medidas 
especiales o acciones afirmativas (artículo 1.4). A través de las definiciones se establece 
el alcance de la protección que ofrece la Convención al delimitar claramente estos 
conceptos, frente a cuyas manifestaciones el Estado deberá, de diversa manera, 
salvaguardar a los individuos bajo su jurisdicción y desarrollar acciones y políticas 
encaminadas a su supresión. Discriminación es cualquier distinción, exclusión, restricción 
o preferencia por motivos de nacionalidad, edad, sexo, orientación sexual, identidad y 
expresión de género, idioma, religión, identidad cultural, opiniones políticas o de cualquier 
otra naturaleza, origen social, posición socioeconómica, nivel de educación, condición 
migratoria, de refugiado, repatriado, apatrida o desplazado interno, discapacidad, 
característica genética, condición de salud mental o física, incluyendo infectocontagiosa, 
psíquica incapacitante o cualquier otra, que tenga el objetivo o el efecto de anular o limitar 
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el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de uno o más derechos 
humanos o libertades fundamentales consagrados en los instrumentos internacionales 
aplicables a los Estados Partes. Discriminación indirecta es la que tiene lugar cuando una 
disposición, un criterio o una práctica, aparentemente neutro es susceptible de implicar 
una desventaja particular para las personas que pertenecen a un grupo específico de 
raza, color, linaje u origen nacional o étnico. La inclusión del concepto de discriminación 
indirecta tiene por finalidad poner expresamente bajo el ámbito de protección de la 
Convención aquellas situaciones de discriminación producto de la adopción de medidas 
que en sí no contienen distinciones basadas en alguno de los motivos señalados, pero 
que la provocan en la práctica. Por ejemplo, una medida legal que prive de un beneficio a 
todos los trabajadores de un determinado sector que cumplen medio horario, no es en sí 
misma discriminatoria. Pero estará alcanzada por la Convención en cuanto medida 
prohibida si en ese sector particular de actividad la mayoría o todos los trabajadores que 
trabajan medio horario son mujeres. Discriminación múltiple o agravada es cualquier 
preferencia, distinción, exclusión o restricción basada, de forma concomitante, en dos o 
más de los motivos mencionados, que tenga por objetivo o efecto anular o limitar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de uno o más derechos 
humanos y libertades fundamentales consagrados en los instrumentos internacionales 
aplicables a los Estados Partes, en cualquier ámbito de la vida pública o privada. 
Intolerancia es el acto o conjunto de actos o manifestaciones que expresan el irrespeto, 
rechazo o desprecio de la dignidad, características, convicciones u opiniones de los seres 
humanos por ser diferentes o contrarias. Puede manifestarse como marginación y 
exclusión de la participación en cualquier ámbito de la vida pública o privada de grupos en 
condiciones de vulnerabilidad o como violencia contra ellos. 

 Finalmente, se adopta una definición de medidas especiales o acciones afirmativas a 
fin de declarar expresamente que tales medidas y acciones no constituirán discriminación 
a efectos de la Convención. Esta disposición, se hace necesaria por cuanto esta clase de 
medidas son en sí misma discriminatorias al establecer distinciones y diferencia de 
acceso a derechos basadas en alguno de los motivos de la Convención. Se justifican sin 
embargo por su necesidad para superar la situación de grupos sujetos a discriminación, y 
su adopción constituye una de las obligaciones programáticas a cargo de los Estados 
Partes, como se verá. Asimismo, serán legítimas en la medida que cumplan con ciertos 
requisitos establecidos en la Convención: no deben implicar el mantenimiento de 
derechos separados para grupos distintos y serán de carácter transitorio, manteniéndose 
sólo hasta haber alcanzado sus objetivos. 

 Derechos protegidos 

 Los artículos 2 y 3 declaran por un lado la igualdad de todo ser humano ante la ley y 
el derecho a ser protegido frente a la discriminación e intolerancia en cualquier ámbito de 
la vida pública o privada; y por el otro el derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y 
protección en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales consagrados en las leyes nacionales y en los instrumentos internacionales 
aplicables a los Estados Partes, tanto a nivel individual como colectivo. 

 Son estos derechos los que, ante su vulneración en casos de discriminación e 
intolerancia, deben ser protegidos por los Estados Partes a través del cumplimiento de los 
deberes que se enumeran en el Capítulo III. 
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 Deberes del Estado 

 El Capítulo III sobre deberes del Estado puede dividirse en dos partes a efectos de 
su mejor comprensión. 

 El artículo 4° enumera una serie de actos y manifestaciones de discriminación e 
intolerancia que el Estado tiene el deber de prevenir, eliminar, prohibir y sancionar de 
acuerdo con sus normas constitucionales y las disposiciones de la Convención. La 
descripción precisa de estos actos y manifestaciones, así como del deber de los Estados 
Partes frente a ellos, leídos en consonancia con los derechos protegidos del Capítulo II, 
abren la puerta a la posibilidad de la exigibilidad directa del cumplimiento de esos deberes 
en su calidad de disposiciones de tipo operativo, que en cuanto tales no requerirían de 
actividad normativa posterior del Estado y podrían ser reclamadas directamente ante los 
tribunales. 

 En contraste, las acciones que los Estados Partes se comprometen a adoptar en los 
artículos 5 a 14 presentan las características de normas de tipo programático, que fijan 
directivas para el dictado de disposiciones normativas (legales y/o administrativas) que 
permitan su aplicación. Se limitan a fijar un programa a seguir por el legislador, e imponen 
a éste la obligación de dictar las leyes y otras disposiciones internas que permitan 
efectivizar el deber en cuestión. En cuanto al primer tipo de disposiciones, los actos y 
manifestaciones de discriminación e intolerancia que el Estado debe prevenir, eliminar, 
prohibir y sancionar son: 

 • El apoyo privado o público a actividades discriminatorias o que promuevan la 
intolerancia, incluido su financiamiento (artículo 4. i). 

 • La publicación, circulación o diseminación, por cualquier forma y/o medio de 
comunicación, incluida la Internet, de cualquier material que: a) defienda, promueva o 
incite al odio, la discriminación y la intolerancia; b) apruebe, justifique o defienda actos que 
constituyan o hayan constituido genocidio o crímenes de lesa humanidad, según se 
definen en el derecho internacional, o promueva o incite a la realización de tales actos 
(artículo 4. ii). 

 • La violencia motivada por cualquiera de los criterios enunciados en el artículo 1.1 
(artículo 4. iii). 

 • Actos delictivos en los que intencionalmente se elige la propiedad de la víctima 
debido a cualquiera de los criterios enunciados en el artículo 1.1 (artículo 4. iv). 

 • Cualquier acción represiva fundamentada en cualquiera de los criterios enunciados 
en el artículo 1.1, en vez de basarse en el comportamiento de un individuo o en 
información objetiva que lo identifique como una persona involucrada en actividades 
delictivas (artículo 4.v). 

 • La restricción, de manera irracional o indebida, del ejercicio de los derechos 
individuales de propiedad, administración y disposición de bienes de cualquier tipo en 
función de cualquiera de los criterios enunciados en el artículo 1.1 (artículo 4.vi). 

 • Cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia aplicada a las personas 
con base en su condición de víctima de discriminación múltiple o agravada, cuyo objetivo 
o resultado sea negar o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de derechos y 
libertades fundamentales, así como su protección, en igualdad de condiciones (artículo 
4. vii).  
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 • Cualquier restricción discriminatoria del goce de los derechos humanos 
consagrados en los instrumentos internacionales y regionales aplicables y en la 
jurisprudencia de las cortes internacionales y regionales de derechos humanos, en 
especial los aplicables a las minorías o grupos en condiciones de vulnerabilidad y sujetos 
a discriminación (artículo 4. viii).  

 • Cualquier restricción o limitación al uso del idioma, tradiciones, costumbres y 
cultura de las personas, en actividades públicas o privadas (artículo 4. ix). 

 • La elaboración y la utilización de contenidos, métodos o herramientas pedagógicos 
que reproduzcan estereotipos o preconceptos en función de alguno de los criterios 
enunciados en el artículo 1.1 (artículo 4. x). 

 • La denegación del acceso a la educación pública o privada, así como a becas de 
estudio o programas de financiamiento de la educación, en función de alguno de los 
criterios enunciados en el artículo 1.1 (artículo 4.xi). 

 • La denegación del acceso a cualquiera de los derechos sociales, económicos y 
culturales, en función de alguno de los criterios enunciados en el artículo 1.1 (artículo 
4.xii).  

 • La realización de investigaciones o la aplicación de los resultados de 
investigaciones sobre el genoma humano, en particular en los campos de la biología, la 
genética y la medicina, destinadas a la selección de personas o a la clonación de seres 
humanos, que prevalezcan sobre el respeto a los derechos humanos, las libertades 
fundamentales y la dignidad humana, generando cualquier forma de discriminación 
basada en las características genéticas (artículo 4.xiii). 

 • La restricción o limitación basada en algunos de los criterios enunciados en el 
artículo 1.1, del derecho de todas las personas a acceder o usar sosteniblemente el agua, 
los recursos naturales, los ecosistemas, la biodiversidad y los servicios ecológicos que 
forman parte del patrimonio natural de cada Estado, protegido por los instrumentos 
internacionales pertinentes y por su propia legislación nacional (artículo 4.xiv). 

 • La restricción del ingreso a lugares públicos o privados con acceso al público por 
las causales recogidas en el artículo 1.1 (artículo 4.xv). 

 En cuanto al segundo tipo de disposiciones, aquellas que establecen obligaciones 
programáticas a cargo de los Estados Partes, pueden distinguirse por un lado las que 
refieren a medidas, acciones o políticas específicas sobre la temática de la discriminación, 
la intolerancia; y por otro aquellas que son de aplicación transversal en todo el espectro 
de la actividad estatal. A las medidas específicas refieren: 

 • Adopción de políticas especiales y acciones afirmativas (artículo 5). 

 • Adopción de políticas educativas, laborales, sociales o de cualquier tipo que tengan 
por objetivo el trato equitativo y la generación de igualdad de oportunidades para todas las 
personas; y la difusión de la legislación pertinente por todos los medios posibles (artículo 
6). 

 • Adopción de legislación que defina y prohíba la discriminación y la intolerancia, así 
como la derogación de legislación que constituya o de lugar a discriminación o intolerancia 
(artículo 7). 

 • Asegurar el acceso a la justicia de las víctimas de la discriminación e intolerancia 
(artículo 10). 
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 • Considerar como agravantes aquellos actos que constituyan discriminación múltiple 
o impliquen actos de intolerancia (artículo 11). 

 • Realizar estudios sobre la naturaleza, causas y manifestaciones de la 
discriminación e intolerancia (artículo 12). 

 • Promoción de la cooperación internacional sobre la materia de la Convención, 
destinada a cumplir los objetivos de la misma (artículo 14). A las medidas transversales 
sobre discriminación e intolerancia refieren: 

 • Garantizar que la adopción de medidas de cualquier tipo no constituyan 
discriminación directa o indirecta (artículo 8). 

 • Asegurar que los sistemas legales y políticos de los Estados Partes reflejen la 
diversidad dentro de sus sociedades (artículo 9). 

 Mecanismos de protección y seguimiento de la Convención: 

 En el ámbito interno de los Estados: 

 En la esfera interna, el seguimiento al cumplimiento de la Convención estará a cargo 
de una institución nacional establecida o designada a esos efectos por cada Estado Parte 
(artículo 13). 

 En el ámbito internacional: 

 En el Capítulo IV se establecen tres mecanismos de protección y de seguimiento a la 
Convención, que operarán en el ámbito internacional, a los que el Poder Ejecutivo tiene 
intención de aceptar en el momento de ratificar esta Convención, una vez que la misma 
cuente con la aprobación de ese alto Cuerpo. 

 Estos mecanismos son de denuncias; de consulta, asesoramiento y cooperación 
técnica; y de monitoreo y seguimiento de los compromisos. Respecto de los de denuncia y 
consultivos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos tendrá competencia 
obligatoria, de pleno derecho y sin acuerdo especial, cuando la misma sea expresamente 
aceptada por el Estado Parte al momento de depositar su instrumento de ratificación o 
adhesión, o en cualquier momento posterior (artículo 15 iii). 

 Acorde a la tradición en materia de reconocimiento y apoyo a las instituciones 
jurisdiccionales internacionales y regionales, la República Oriental del Uruguay hará uso 
de la facultad establecida en el artículo 15 iii de la Convención que hoy se proyecta 
aprobar, depositando conjuntamente con el Instrumento de Ratificación una Declaración 
reconociendo como obligatoria, de pleno derecho y sin acuerdo especial la competencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre todos los casos relativos a la 
interpretación o aplicación de esta Convención. En dicho caso, se aplicarán todas las 
normas de procedimiento pertinentes contenidas en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, así como el Estatuto y Reglamento de la Corte. 

 Respecto del de monitoreo y seguimiento, la Convención prevé el establecimiento de 
un Comité de expertos encargado de tales tareas. 

 Mecanismos de denuncias (artículo 15 i): incluye a su vez dos mecanismos, según 
quienes (individuos, grupos de individuos o entidad no gubernamental; otros Estados 
Partes) sean los titulares del derecho a efectuar las denuncias. En ambos casos es la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos quien recibe y procesa las denuncias, 
según las normas de procedimiento pertinentes contenidas en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, su Estatuto y Reglamento. Cuando haya sido expresamente 
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aceptada la competencia de la Corte según el artículo 15 iii., ésta tendrá competencia 
respecto de la interpretación y aplicación de la Convención a estos casos particulares 
según las normas de procedimiento pertinentes contenidas en la Convención Americana 
sobre derechos Humanos y en su Estatuto y Reglamento. 

 • Denuncias de particulares: Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no 
gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos, podrá presentar ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de 
violación de la Convención por un Estado Parte. Este mecanismo, y la competencia de la 
Comisión, no son optativos, es decir, por el hecho de ser parte de la Convención el Estado 
acepta la competencia de la Comisión para recibir denuncias individuales. 

 • Denuncias de otros Estados Partes: Cualquier Estado Parte podrá presentar a 
examen de la Comisión comunicaciones en las que alegue que otro Estado Parte ha 
incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención. Este es 
un mecanismo optativo, en el sentido que el Estado Parte, para que le sea aplicable, 
deberá manifestar expresamente su aceptación del mismo al momento de depositar el 
instrumento de ratificación, adhesión o en cualquier momento posterior. 

 Mecanismo consultivo, de asesoramiento y cooperación técnica (artículo 15 ii.): Los 
Estados Partes podrán formular consultas a la Comisión en cuestiones relacionadas con 
la efectiva aplicación de la Convención, y solicitarle asesoramiento y cooperación técnica 
para asegurar la efectiva aplicación de cualquiera de sus disposiciones. Se establece 
expresamente que la Comisión brindará este apoyo solamente cuando le sean solicitados 
y en la medida de sus posibilidades. Cuando se haya aceptado la competencia de la Corte 
según el Artículo 15 iii., esta tendrá competencia respecto de la interpretación de la 
Convención según las normas de procedimiento pertinentes contenidas en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y en su Estatuto y Reglamento. En virtud de la cual, 
los Estados Partes podrán recurrir al mecanismo de opinión consultiva de la Corte 
respecto de la interpretación de la Convención. 

 Mecanismo de monitoreo y seguimiento de los compromisos asumidos (artículo 15 
iv. y v.): Se establecerá un Comité Interamericano para la Prevención y Eliminación del 
Racismo, la Discriminación Racial y Todas las Formas de Discriminación e Intolerancia, el 
cual será conformado por un experto nombrado por cada Estado Parte quien ejercerá sus 
funciones en forma independiente y cuyo cometido será monitorear los compromisos 
asumidos en esta Convención. 

 El Comité también se encargará de dar seguimiento a los compromisos asumidos 
por los Estados que sean parte de la Convención Interamericana contra el Racismo, la 
Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia. 

 El Comité quedará establecido cuando entre en vigor la primera de las 
Convenciones y su primera reunión será convocada por la Secretaría General de la OEA 
tan pronto se haya recibido el décimo instrumento de ratificación de cualquiera de las 
convenciones. 

 La primera reunión del Comité será celebrada en la sede de la Organización, tres 
meses después de haber sido convocada, para declararse constituido, aprobar su 
Reglamento y su metodología de trabajo, así como para elegir sus autoridades. 

 Dicha reunión será presidida por el representante del país que deposite el primer 
instrumento de ratificación de la Convención con la que se establezca el Comité. 
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 A la fecha de elaboración del presente mensaje, ningún Estado Miembro de la 
Organización de Estados Americanos había depositado el respectivo instrumento de 
ratificación de ninguna de las dos Convenciones, por lo que existe la posibilidad que 
Uruguay presida la primera reunión del Comité una vez sea constituido. 

 Se describen con minuciosidad las tareas de monitoreo y seguimiento que llevará a 
cabo el Comité, incluyendo el compromiso de los Estados de presentarle un informe 
dentro del año de haberse realizado su primera reunión y luego cada cuatro años (artículo 
15 v.). 

 Disposiciones generales: 

 Las disposiciones contenidas en el Capítulo V son las de estilo en este tipo de 
instrumentos referentes a la interpretación, depósito, firma y ratificación, reservas, entrada 
en vigor, denuncia y protocolos adicionales. 

 Se transcribe el texto de los artículos 16 a 22, los cuales se explican por sí mismos: 

 Artículo 16. Interpretación 

 1. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado en el 
sentido de restringir o limitar la legislación interna de los Estados Partes que ofrezca 
protecciones y garantías iguales o mayores a las establecidas en la Convención. 

 2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado en el 
sentido de restringir o limitar las convenciones internacionales sobre derechos humanos 
que ofrezcan protecciones iguales o mayores en esta materia. 

 Artículo 17. Depósito 

 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, 
inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos. 

 Artículo 18. Firma y ratificación 

 1. La presente Convención está abierta a la firma y ratificación por parte de todos los 
Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos. Después de que entre 
en vigor, todos los Estados que no la hayan firmado estarán en posibilidad de adherirse a 
la Convención.  

 2. Esta Convención está sujeta a ratificación por parte de los Estados signatarios de 
acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucionales. Los instrumentos de 
ratificación o adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos. 

 Artículo 19. Reservas 

 Los Estados Partes podrán formular reservas a la presente Convención al momento 
de su firma, ratificación o adhesión, siempre que no sean incompatibles con el objeto y fin 
de la Convención y versen sobre una o más de sus disposiciones específicas. 

 Artículo 20. Entrada en vigor 

 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que se haya depositado el segundo instrumento de ratificación o adhesión de la 
Convención en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

 2. Para cada Estado que ratifique o se adhiera a la Convención después de que 
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haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación o adhesión, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado el 
instrumento correspondiente. 

 Artículo 21. Denuncia 

 La presente Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero cualquiera de 
los Estados Partes podrá denunciarla mediante notificación escrita dirigida al Secretario 
General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año contado a 
partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus 
efectos para dicho Estado, permaneciendo en vigor para los demás Estados Partes. La 
denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones impuestas por la presente 
Convención en relación con toda acción u omisión ocurrida antes de la fecha en que la 
denuncia haya entrado en vigor. 

 Artículo 22. Protocolos adicionales 

 Cualquier Estado Parte podrá someter a consideración de los Estados Partes 
reunidos con ocasión de la Asamblea General proyectos de protocolos adicionales a esta 
Convención, con la finalidad de incluir progresivamente otros derechos en el régimen de 
protección de la misma. Cada protocolo adicional debe fijar las modalidades de su entrada 
en vigor y se aplicará solamente entre los Estados Partes del mismo. 

 En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de la suscripción de esta 
Convención, el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 

 El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 

TABARÉ VÁZQUEZ 
RODOLFO NIN NOVOA 
EDUARDO BONOMI 
DANILO ASTORI 

ELEUTERIO FERNÁNDEZ HUIDOBRO 
MARÍA JULIA MUÑOZ 

VÍCTOR ROSSI 
CAROLINA COSSE 
ERNESTO MURRO 
JORGE BASSO 

TABARÉ AGUERRE 
BENJAMÍN LIBEROFF 
ENEIDA DE LEÓN 

MARINA ARISMENDI 

————— 
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PROYECTO DE LEY 
—— 

 Artículo único.- Apruébase la Convención Interamericana contra toda forma de 
discriminación e intolerancia, suscrita por la República en La Antigua, Guatemala, el 5 de 
junio de 2013. 

Montevideo, 22 de diciembre de 2015 

RODOLFO NIN NOVOA 
EDUARDO BONOMI 
DANILO ASTORI 

ELEUTERIO FERNÁNDEZ HUIDOBRO 
MARÍA JULIA MUÑOZ 

VÍCTOR ROSSI 
CAROLINA COSSE 
ERNESTO MURRO 
JORGE BASSO 

TABARÉ AGUERRE 
BENJAMÍN LIBEROFF 
ENEIDA DE LEÓN 

MARINA ARISMENDI 
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